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R-DJ-191-2009

CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. División Jurídica. San José, a las once horas del nueve de octubre de dos mil nueve. -----------------------------------------------------------------
Recurso de objeción al cartel de la Licitación Pública 2009-LN-000011-PCAD promovida por el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, en adelante BPDC, para la contratación de empresas que faciliten la ejecución de proyectos de servicios de desarrollo empresarial (consumo según demanda), interpuesto por la empresa Bermúdez Méndez / Asociados S.A. ----------------------------
I. POR CUANTO: Mediante escrito presentado el  29 de setiembre de 2009, por la empresa Bermúdez Méndez / Asociados S.A. interpuso el recurso de objeción al cartel de la presente Licitación Pública. -------------------------------------------------------------------------------------------------
II. POR CUANTO: Esta División confirió audiencia especial al Banco Popular y de Desarrollo Comunal con el objeto de que se refiriera por escrito a los argumentos del objetante. -----------------
III. POR CUANTO: El Banco Popular y de Desarrollo Comunal atendió la audiencia especial conferida. -----------------------------------------------------------------------------------------------------------

IV. POR CUANTO: EL FONDO: 1) Persona Jurídica registrada en el colegio de ciencias económicas: El recurrente: Solicita que se adicione en  apartado 1.3 del cartel,  bajo la premisa de que el  oferente sea una persona jurídica, que este oferente se encuentre registrado en el colegio de profesionales en ciencias económicas tal y como lo exige la ley orgánica de dicho colegio. Por su parte, la Administración licitante: aclara que el punto 1.3 del cartel se refiere a condiciones de representación y no a condiciones de admisibilidad que debe cumplir el oferente, manifiesta que de acuerdo con lo establecido en el artículo 82 de la Ley de Contratación Administrativa, se puede interponer recurso de objeción “cuando se considere que ha habido vicios de procedimiento, se ha incurrido en alguna violación de los principios fundamentales de la contratación o se ha quebrantado de alguna forma el ordenamiento regulador de la materia”, en este sentido, consideran que la petición del objetante en este punto del cartel, esta mal dirigida, es improcedente, además de carecer de fundamentos al no indicar las infracciones precisas que le imputa el cartel con señalamiento de las violaciones de los principios fundamentales de la Contratación Administrativa, a las reglas de procedimiento o en general al quebranto de disposiciones expresas del ordenamiento que regula la materia.  Parece que el objetante a través del recurso de objeción pretende solicitar adiciones o modificaciones al cartel, para lo cual lo procedente es que las mismas se realicen ante la Administración Licitante, según lo dispuesto en el artículo 60 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. El Banco realizará la revisión y análisis correspondiente sobre el punto, y aplicará los ajustes si corresponden. Además la Administración solicita de conformidad con lo expuesto, que se rechace por completo la de objeción en este aspecto, por improcedente y por carecer de fundamentación. 2) Experiencia del oferente: El recurrente solicita que la  experiencia del oferente en el caso de ser una persona jurídica sea aceptada, al menos,  a partir del registro del oferente jurídico al colegio de profesionales en ciencias económicas, por supuesto en la medida  que presente cartas tal y como lo exige el cartel. Por su parte, la Administración licitante manifiesta lo siguiente: al igual que en el aspecto anterior el objetante a través del recurso de objeción pretende solicitar adiciones al cartel al indicar que la experiencia del oferente persona jurídica sea aceptada a partir del registro del oferente en el Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas, tal y como lo establece el marco jurídico y la jurisprudencia de la Contraloría General, tratando de dirigir la atención hacia la valoración de la experiencia, pero no detalla concretamente ese marco jurídico o jurisprudencia, tampoco evidencia o detalla concretamente infracciones al cartel o violaciones de los principios fundamentales de la Contratación Administrativa, con lo cual se acredita el hecho de que la solicitud del objetante es improcedente y carece de fundamento. Por lo cual solicita a este Órgano Contralor rechazar la de objeción, en este aspecto, por improcedente y por carecer de fundamentación. No obstante a lo anterior, la administración indica que valorará las condiciones de admisibilidad del oferente, establecidas en el cartel de frente a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas a fin de realizar los ajustes si corresponden. 3) Cartas de Experiencia: El recurrente. En el numeral  2.6.4.4 donde define el formato de las cartas de experiencia indica que las mismas deben tener un año  de emisión, solicitan que se elimine dicha limitación, más aún considerando que el cartel para los efectos de evaluación está presumiendo que para que los oferentes puedan obtener  la totalidad de puntos objeto  en disputa, debe tener al menos doce años de experiencia.  Considera la objetante que la experiencia es un hecho histórico  y si existen documentos refrendados por las autoridades que recibieron el servicio, la misma tiene más valor que una firma, la cual después de  doce  años pretenda darle valor y credibilidad. Por otro lado esta disposición  limita en forma clara la  libre participación, dado que obligaría a los posibles oferentes a iniciar un  proceso de tocar puertas para validar información que ya se tiene, en un documento histórico con valor  real y legal. Por lo que solicitan que la  experiencia de los oferentes como de los profesionales a proponer  se sustente en todos las formalidades solicitadas en  este apartado, eliminando la restricción de que las cartas tenga una emisión de un año. Por su parte, la Administración licitante manifiesta lo siguiente: parece que la preocupación del objetante está relacionada con la gestión que él tenga que realizar para solicitar cartas de referencia recientes, aunado a la suma de cartas que debe completar para obtener el puntaje del factor de valoración de ese aspecto, fundamentando sus argumentos en el hecho histórico  y en que se limita la libre participación, sin embargo en su escrito no detalla clara y concretamente qué le impide cumplir con ese requisito del cartel, tampoco indica que él posee cartas con mayor tiempo de emisión al solicitado en el cartel o las limitantes concretas que le impidan su participación, lo cual se evidencia que los alegatos del objetante carecen de fundamento y el mismo pretende obtener modificaciones al cartel para su propia conveniencia. Es claro que la experiencia adquirida por alguna persona es un hecho inmodificable, pero también es claro que lo pretendido por el Banco es probar que la experiencia que demuestre el oferente es servicios iguales a los requeridos en este cartel, de manera que el servicio recibido esté acorde con las demandas actuales de mercado.  Si bien no deja de ser importante la experiencia total del oferente la cual podría ser de muchos años atrás, también se requiere que el servicio a recibir corresponda a una realidad de momento, por lo que de validar cualquier experiencia nos podría hacer caer en el error de que la misma se haya brindado bajo otras condiciones que no son las imperantes. Por lo antes expuesto solicitan rechazar el recurso en este aparte. 4) Distribución de personal: El recurrente: Considerando que cada oferente tiene su estructura de funcionamiento propio, el cartel  en el numeral 2-7-1  menciona una distribución a saber:  
· Capacitación  2 Profesionales.

· Asistencia Técnica 2 Profesionales.

· Investigación  2  Profesionales.

· Actividades Promocionales 2 profesionales.

Siendo que dicha propuesta de organización carecería de sentido cuando la empresa ya tiene un formato, por otro lado, solicitan que se amplíe el concepto de actividades de promoción a que se refiere con esto dado que  se presta a especulaciones. Por su parte, la Administración licitante manifiesta lo siguiente: nuevamente el objetante omite indicar las infracciones precisas que le imputa el cartel con señalamiento de las violaciones de los principios fundamentales de la contratación administrativa, a las reglas de procedimiento o en general al quebranto de disposiciones expresas del ordenamiento que regula la materia, además tampoco acredita que no puede cumplir con lo dispuesto en el cartel, con lo cual nuevamente el objetante, pone al descubierto que a través del recurso de objeción lo pretendido es solicitar aclaraciones o modificaciones al cartel. Por otra parte indica el Banco licitante que tal y como lo indica el Proceso Servicios de Desarrollo Empresarial, mediante oficio PDE-254-2009 “La condición de distribución de personal que tendrá a cargo la ejecución del eventual contrato obedece a la intención de contar con profesionales que tengan algún grado de especialización en cada una de las modalidades de servicios que estarían contratando. Es decir, a modo de ejemplo, un profesional puede tener experiencia, habilidades y destrezas comprobadas en el área de asesoría pero no así en el área de capacitación, por lo cual se solicita un número mínimo de profesionales que abarquen cada uno de los rubros bajo contratación para que no queden actividades desatendidas. En cuanto a la definición de promoción, el último párrafo del ítem 2.4.1 establece que este concepto esta incluido entre “todas aquellas acciones que promuevan y faciliten el desarrollo de encadenamientos en las mipymes” y luego en el mismo párrafo amplía en cuanto a que son “todas aquellas acciones que faciliten el desarrollo de ideas de negocios viables y/o formen a cultura emprendedora a cualquier nivel educativo o geográfico en el marco del desarrollo local, o en poblaciones especiales en situaciones de exclusión.” , en este sentido queda demostrado que el cartel es claro en este aspecto y que es la Administración como conocedora de sus necesidades, es quien debe determinar los requerimientos técnicos que se establecen en un cartel. Señalan que el punto 2.7.1 se refiere a la cantidad mínima de personal solicitada por el Banco para la atención del servicio, esa cantidad viene a ser con la que el Banco se estaría dando por satisfecho, sin embargo si el oferente tiene dentro de su estructura una cantidad mayor, con una distribución diferente, ese aspecto es algo que al Banco no interesa, siempre y cuando como parte del equipo de trabajo se suministre la cantidad mínima indicada para atender según sea cada campo, tal y como se indica en el cartel.  No explica la recurrente las razones por las cuales a lo solicitado “no le encuentra sentido” y como esto impide su participación, por lo cual solicitan rechazar el recurso en este aparte por carecer de fundamentación y por improcedente.  5) Procedimiento para la asignación de trabajo: El recurrente. Solicita aclaración acerca del numeral 1.3  denominado Procedimiento para la asignación del trabajo, ya que en su inciso 2.3.3  en el  párrafo que refiere al  Perfil de los Profesionales que se encargaran de la ejecución de cada proyecto, existe la  duda de que si  el adjudicado tendría que limitarse a los profesionales que presentó para los efectos  de la evaluación de la oferta o puede ampliarlos. Por su parte, la Administración licitante manifiesta lo siguiente: el mismo cartel en el punto 2.7.2 atiende lo solicitado por lo que no se tiene nada que aclarar. 6) Información de la SUGEF: El recurrente. Indica que en el apartado 2.6.3 de su redacción parece deducirse que los oferentes  cuenten con una especie de licencia para poder  obtener información de la SUGEF y por otro lado de las Protectoras de Crédito, otra interpretación es que los oferentes autoricemos al Banco  Popular para que podamos ser investigados. Por lo cual solicitan que se les indique que es lo que desea el Banco, y que de ser la primera interpretación, solicitan que la misma se elimine  dado que lo que estarían buscando es una empresa  Protectora de Crédito, con respeto a la segunda si entienden las razones de su exigencia. Por su parte, la Administración licitante manifiesta lo siguiente: la interpretación correcta es que se autorice al Banco para obtener información de la SUGEF sobre el oferente interesado, en este sentido el Banco realizará las valoraciones respectivas para proceder con las aclaraciones correspondientes. 7) Experiencia del personal: El recurrente. Dice que de la lectura del cartel se hace presumir que los profesionales propuestos deben tener experiencia, no obstante en el apartado 2.7 denominado personal, no se exige experiencia, por lo cual solicitan se les indique cual  es la experiencia de admisibilidad para el personal, dado que no es claro. Por su parte, la Administración licitante manifiesta lo siguiente: en cuanto al punto 2.7 del cartel “condiciones de admisibilidad del personal”, las mismas se complementan claramente con lo establecido en el punto 2.6.4 y 2.7 del cartel. 8) Fecha de recepción de ofertas: El recurrente. Alega que por contener el cartel inexactitudes de fondo y forma, que se amplíe la fecha de presentación de las ofertas, dado que la lectura del cartel,  los deja en estado de parálisis  para valorar lo que  quiere el banco y lo que pueden ofrecer. Por su parte, la Administración licitante manifiesta lo siguiente: de ser necesario se extenderá el plazo establecido para recibir ofertas, para lo cual el Banco realizará las gestiones correspondientes. Criterio para resolver. De conformidad con el ordenamiento jurídico, el recurso de objeción al cartel puede interponerse cuando un potencial oferente considere que han habido vicios en el procedimiento, se ha incurrido en alguna violación de los principios fundamentales de contratación, o se ha quebrantado de alguna forma el ordenamiento regulador de la materia. De la lectura del recurso interpuesto por Bermúdez Méndez / Asociados S.A, y de la respuesta que brinda la Administración, no se evidencia que las especificaciones del presente cartel limiten arbitrariamente la participación de potenciales oferentes.  Sumado a lo anterior, se tiene que el recurso que nos ocupa no se encuentra debidamente fundamentado tal y como lo exige la norma 170 Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa (RLCA), sino más bien se observa que el recurrente se limita a solicitar meras aclaraciones, inconformidades que responden a los intereses particulares del objetante, las cuales no fueron debidamente fundamentadas en esta sede de modo que se acredite en qué forma se le restringe ilegítimamente su participación en esta licitación pública. Al respecto, es preciso señalar que el artículo 170 del RLCA, señala que “El recurso deberá presentarse con la prueba que se estime conveniente y debidamente fundamentado a fin de demostrar que el bien o el servicio que ofrece el recurrente puede satisfacer las necesidades de la Administración. Además, deberá indicar las infracciones precisas que le imputa al cartel con señalamiento de las violaciones de los principios fundamentales de la contratación administrativa, a las reglas de procedimiento o en general el quebranto de disposiciones expresas del ordenamiento que regula la materia.”, requisitos que en el recurso que se analiza se echan de menos. Así las cosas,  de conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 del RLCA que dispone que “El recurso será resuelto en el plazo de diez días hábiles contados a partir de su presentación. Cuando resulte totalmente improcedente por el fondo o la forma, ya sea, entre otras cosas, porque se trate de simples aclaraciones, o porque no se presenta debidamente fundamentado, será rechazado de plano en el momento que se verifique tal circunstancia.”, se impone rechazar de plano el recurso interpuesto. ----------------------------------
POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y con fundamento en las disposiciones de los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política, 81 de la Ley de Contratación Administrativa y 170 y 172 del Reglamento a la citada Ley, SE RESUELVE: 1) Declarar sin lugar el recurso de objeción interpuesto por Bermúdez Méndez / Asociados S.A.,  en contra del cartel de la Licitación Pública 2009-LN-000011-PCAD promovida por el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, para la contratación de empresas que faciliten la ejecución de proyectos de servicios de desarrollo empresarial (consumo según demanda). ------------------------------------------------------------------------

NOTIFÍQUESE. --------------------------------------------------------------------------------------------------
	Lic. Marco Vinicio Alvarado Quesada
	Licda. Dixie Vanessa Murillo Víquez
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